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Presentación

La presente edición del boletín especializado, correspondiente al mes de agosto de 2009, ofrece la 
selección de extractos de dos sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional.

La primera, corresponde al proceso de hábeas corpus iniciado por Julio Salazar Monroe, en el que se 
abordan temas como los alcances del derecho a la cosa juzgada, el principio ne bis in idem y sus alcances, 
así como lo referido por la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Barrios 
Altos sobre obstáculos judiciales. 

La segunda sentencia reseñada, corresponde a la demanda de hábeas corpus presentada por Santiago 
Enrique Martin Rivas, en la que se presentan tópicos como el derecho a la cosa juzgada, resoluciones 
judiciales dictadas al amparo de la Ley de Amnistía y prohibición de amnistías en casos de derechos 
humanos. 

Finalmente, presentamos las notas más importantes del mes relacionadas con el procesamiento penal de 
violaciones de derechos humanos.
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·Tras 25 años, familiares de víctimas de matanza de Putis piden justicia

(La República) Cerca de cumplirse 25 años de la matanza de Putis, los familiares de las víctimas exigieron 
que la Segunda Fiscalía Penal Supraprovincial de Ayacucho denuncie formalmente el caso ante el Poder 
Judicial, al haber transcurrido 8 años desde que inició su investigación. Asimismo, pidieron que la Fiscalía 
entregue los restos exhumados de 25 víctimas para darles un entierro digno en el camposanto de su 
comunidad el 29 de agosto. Por otro lado, Germán Vargas, director de Paz y Esperanza, destacó la falta de 
colaboración del Ministerio de Defensa para entregar información sobre los militares destacados a esta 
zona en 1984, la cual facilitaría la  identificación de los responsables.  Agregó que en breve ese sector 
entregará información ya enviada a jueces y fiscales, pero precisó que si el nivel de la información no los 
satisface, y si agotan las vías internas para solicitarla, no dudarán en ir a  la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. 

· Interponen demanda de inconstitucionalidad contra Convención sobre Imprescriptibilidad 
de Crímenes de Lesa Humanidad

(Expreso) Más de 30 congresistas así como el Colegio de Abogados del Callao (CAL) solicitaron al Tribunal 
Constitucional (TC) declarar la inconstitucionalidad de la aprobación de la Convención sobre 
Imprescriptibilidad de los Crímenes de Lesa Humanidad, al no haber sido sancionada bajo una doble 
votación congresal o vía referéndum como lo estipula la Constitución, y que fue utilizada para procesar a 
numerosos policías y miembros de las Fuerzas Armadas (FF AA). El documento congresal precisa que el 
artículo 139, inciso 13 de la Constitución de 1993 reconoce como uno de los principios y derechos de la 
función jurisdiccional, la prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada y que la 
amnistía, indulto, sobreseimiento definitivo y prescripción, producen los efectos de cosa juzgada.“El 
instituto de la prescripción en materia penal, tanto de la acción como de la ejecución de la pena, es un 
derecho constitucional que la ley de leyes confiere a toda persona en el Perú como una forma de extinguir 
la acción penal instaurada en su contra, como para el cumplimiento de una sentencia condenatoria”, 
afirma. Asimismo, señala que “la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de 
los crímenes de lesa humanidad aprobada por la resolución legislativa Nº 27998, excluye a estos ilícitos 
penales de la posibilidad de ser declarados prescritos. Los delitos de lesa humanidad fueron incorporados 
al Código Penal del 91 por la ley 26926 del 21 de febrero del 98, modificada por la ley 28867 y sólo 
comprenden al genocidio, la desaparición forzada, la tortura y la discriminación”. 

http://www.larepublica.pe/archive/all/larepublica/20090811/17/node/211104/todos/15

http://www.expreso.com.pe/edicion/index.php?option=com_content&task=view&id=62832&Itemid=1
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Caso1: Barrios Altos: Julio Salazar Monroe (Proceso de Amparo)

I. Datos Generales

Instancia: Tribunal Constitucional del Perú  
Fecha de emisión: 5 de noviembre de 2007
Expediente: 0398-2007-PA/TC
Acceso a la Sentencia: 

II. Introducción 

El 3 de noviembre de 1991, miembros del destacamento Colina ejecutaron extrajudicialmente a 15 
personas y dejaron heridas a otras 4, luego de incursionar en una quinta en Barrios Altos, a pocas 
cuadras de Palacio de Gobierno. El destacamento estuvo conformado por miembros del Servicio de 
Inteligencia del Ejército y dependió tanto del Servicio de Inteligencia Nacional como de la Dirección de 
Inteligencia del Ejército. 

El entonces jefe del Servicio de Inteligencia Nacional, Julio Salazar Monroe, fue procesado en la 
justicia militar por estos hechos, dictándose a su favor una sentencia de sobreseimiento definitivo del 
caso el 6 de julio de 1995, que fue confirmada el 26 de julio de ese mismo año.  Luego de emitirse la 
sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 14 de marzo de 2001 sobre este 
caso, que anuló las leyes de amnistía, el Consejo Supremo de Justicia Militar anuló las sentencias de 
sobreseimiento, lo que permitió Salazar Monroe sea procesado por este caso en el Poder Judicial. 

A fin de evitar que continúe dicho proceso, Salazar Monroe inició un proceso de amparo, basado en 
que, dado que la causa fue sobreseida por el fuero militar, no le alcanzan los efectos de la sentencia 
de la Corte Interamericana antes mencionada, por lo que se estaría vulnerando los principios de cosa 
juzgada y ne bis in idem. 

III. Temas de Interés

3.1. Derecho a la cosa juzgada

El Tribunal Constitucional reitera que mediante el derecho a que se respete una resolución que ha 
adquirido la autoridad de cosa juzgada se garantiza el derecho de todo justiciable, en primer lugar, a 
que las resoluciones que ponen fin al proceso judicial no puedan ser recurridas por medios 
impugnatorios, porque ha transcurrido el plazo para impugnarla o porque estos han sido agotados; 
y, en segundo lugar, a que el contenido de las resoluciones que hayan adquirido tal condición, no 
pueda ser dejado sin efecto ni modificado, sea por actos de otros poderes públicos, de terceros o, 
incluso, de los mismos órganos jurisdiccionales que resolvieron el caso en el que se dictó.

El inciso 2) del artículo 139º de la Constitución reconoce el derecho de toda persona sometida a un 
proceso judicial a que no se deje sin efecto resoluciones que han adquirido la autoridad de cosa 
juzgada. En los términos de dicho precepto constitucional,

        Son principios y derechos de la función jurisdiccional:

2) La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional.
Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el órgano jurisdiccional ni 
interferir en el ejercicio de sus funciones. Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones 
que han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en trámite, ni 
modificar sentencias ni retardar su ejecución (...)

Esta disposición constitucional debe interpretarse, acorde al principio de unidad de la Constitución, 
conforme con el inciso 13) del mismo artículo 139º de la Ley Fundamental, el cual prevé que

        Son principios y derechos de la función jurisdiccional:

(...)
13. La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada. La 
amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción producen los efectos 
de cosa juzgada.

Este Tribunal absuelve en sentido afirmativo a la luz de las disposiciones de derechos fundamentales, 
la determinación de si una resolución que no constituye una sentencia definitiva (pero que ha puesto 
fin al proceso penal) se encuentra también garantizada por este derecho. No solamente porque en la 
dicción de dichas disposiciones se ha evitado circunscribir el ámbito de protección sólo al caso de las 
sentencias, y se ha comprendido también a los autos que ponen fin al proceso (al referirse, por 
ejemplo, a las resoluciones que importen el sobreseimiento definitivo de una causa), sino también

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2008/03938-2007-AA.html 
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porque ese es el sentido interpretativo que se ha brindado a una disposición aparentemente más 
limitativa de su ámbito de protección, como puede ser el artículo 8.4 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, por los órganos de protección de los derechos humanos en nuestra Región, el 
cual prevé que

El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por 
los mismos hechos

Respecto a los alcances del concepto de "sentencia firme" que utiliza la referida disposición de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos ha sostenido que:

(...) la expresión "sentencia firme" en el marco del artículo 8 inciso 4 no debe 
interpretarse restrictivamente, es decir limitada al significado que se le atribuya en el 
derecho interno de los Estados. En este contexto, "sentencia" debe interpretarse como 
todo acto procesal de contenido típicamente jurisdiccional y "sentencia firme" como 
aquella expresión del ejercicio de la jurisdicción que adquiera las cualidades de 

 inmutabilidad e inimpugnabilidad propias de la cosa juzgada"  (6) (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, Informe Nº 1/95 (Caso 11.006, Alan García 
Pérez c/ Perú).

3.2. Principio ne bis in idem

Entonces, considerando que una resolución de sobreseimiento definitivo puede alcanzar la 
calidad de cosa juzgada, ahora es preciso remarcar que, en el ámbito penal, uno de los efectos 
que se deriva de haberse alcanzado dicha autoridad de cosa juzgada es la prohibición de que por 
los mismos fundamentos se pueda volver a juzgar a la misma persona. 

Esa eficacia negativa de las resoluciones que pasan con la calidad de cosa juzgada, a su vez, 
configura lo que en nuestra jurisprudencia hemos denominado el derecho a no ser juzgado dos 
veces por el mismo fundamento (ne bis in ídem).

El Tribunal tiene declarado que, si bien el ne bis in ídem no se encuentra textualmente reconocido 
en la Constitución como un derecho fundamental de orden procesal, al desprenderse del derecho 
reconocido en el inciso 2) del artículo 139º de la Constitución (cosa juzgada), se trata de un 
derecho implícito que forma parte de un derecho expreso.

A su vez, en la STC 0729-2003-HC/TC precisamos que la vertiente procesal del principio ne bis in 
ídem

(...) garantiza que no se vuelva a juzgar a una persona que ya lo haya sido, utilizando 
similar fundamento. Y ello con la finalidad de evitar lo que en base a la V Enmienda de la 
Constitución Norteamericana se denomina double jeopardy, es decir, el doble peligro 
de condena sobre una persona. Este principio contempla la (...) proscripción de ulterior 
juzgamiento cuando por el mismo hecho ya se haya enjuiciado en un primer proceso en 
el que se haya dictado una resolución con efecto de cosa juzgada.

3.3. Alcances de la sentencia de la Corte Interamericana sobre caso Barrios Altos 
(obstáculos judiciales):

En consecuencia, la Corte tiene por admitidos los hechos a que se refiere el párrafo 2 de la 
presente sentencia. La Corte considera, además, que tal como fue expresamente reconocido 
por el Estado, éste incurrió en responsabilidad internacional por la violación del artículo 4 
(Derecho a la Vida) de la Convención Americana (...). Además, el Estado es responsable por la 
violación de los artículos 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención 
Americana como consecuencia de la promulgación y aplicación de las leyes de amnistía Nº 
26479 y Nº 26492. Finalmente, es responsable por el incumplimiento de los artículos 1.1 
(Obligación de Respetar los Derechos) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho 
Interno) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como consecuencia de la 
promulgación y aplicación de las leyes de amnistía Nº 26479 y Nº 26492 y de la violación a los 
artículos de la Convención señalados anteriormente” (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Sentencia de 14 de marzo de 2001, Caso Barrios Altos, párrafo 38-39)

Entonces, la Corte Interamericana decidió por unanimidad:

1. Admitir el reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por el Estado.
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2. Declarar, conforme a los términos del reconocimiento de responsabilidad 
internacional efectuado por el Estado, que éste violó:

 
a) el derecho a la vida consagrado en el artículo 4 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (...); 

 
b) el derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (...); y

 
c) el derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial consagrados en los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (...), como 
consecuencia de la promulgación y aplicación de las leyes de amnistía Nº 26479 y 
Nº 26492.

3. Declarar, conforme a los términos del reconocimiento de responsabilidad 
efectuado por el Estado, que éste incumplió los artículos 1.1 y 2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos como consecuencia de la promulgación y 
aplicación de las leyes de amnistía Nº 26479 y Nº 26492 y de la violación a los 
artículos de la Convención señalados en el punto resolutivo 2 de esta Sentencia.

 
4. Declarar que las leyes de amnistía Nº 26479 y Nº 26492 son incompatibles con la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y, en consecuencia, carecen de 
efectos jurídicos.

 
5. Declarar que el Estado del Perú debe investigar los hechos para determinar las 
personas responsables de las violaciones de los derechos humanos a los que se ha 
hecho referencia en esta Sentencia, así como divulgar públicamente los resultados 
de dicha investigación y sancionar a los responsables.

 
6. Disponer que las reparaciones serán fijadas de común acuerdo por el Estado 
demandado, la Comisión Interamericana y las víctimas, sus familiares o sus 
representantes legales debidamente acreditados, dentro de un plazo de tres meses 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia". (ordinal 5, negritas 
añadidas)

El Tribunal Constitucional opina que la obligación de investigar y sancionar a los 
responsables de las violaciones de los derechos humanos por el caso Barrios Altos 
declarada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el ordinal 5 del fallo de la 
sentencia, no se circunscriben, como ha sido interpretado por el recurrente, sólo a los 
supuestos contemplados en los ordinales 3 y 4 de dicho fallo; es decir, en relación a aquellas 
resoluciones judiciales que se dictaron aplicando las leyes de amnistía dejadas sin efecto. 
Comprende también al ordinal 2, en todos los aspectos que allí se desarrollan; esto es, la 
declaración de que el Estado peruano violó el derecho a la vida, el derecho a la integridad 
personal y las garantías y protección judiciales de las víctimas y sus familiares.

Tal y como se precisó en la Sentencia de 3 de septiembre de 2001, sobre "Interpretación de la 
sentencia de fondo", de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos,

[…] el deber general del Estado, establecido en el artículo 2 de la Convención, 
incluye la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que impliquen una violación a las garantías previstas en la Convención, 
así como la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la 
observancia efectiva de dichas garantías [párrafo 17, negritas añadidas].

El Tribunal Constitucional considera, en mérito a lo precedente, que la obligación del Estado de 
investigar los hechos y sancionar a los responsables por la violación de los derechos humanos 
declaradas en la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos no sólo 
comprende la nulidad de aquellos procesos donde se hubiesen aplicado las leyes de amnistía 

ºN.  26479 y N.º 26492, tras haberse declarado que dichas leyes no tienen efectos jurídicos, sino 
también toda práctica destinada a impedir la investigación y sanción por la violación de los 
derechos a la vida e integridad personal, entre las cuales se encuentran las resoluciones de 
sobreseimiento definitivo como las que se dictaron a favor del recurrente. 
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3.4. Alcances del ne bis in idem 

(…) es preciso que este Tribunal delimite los alcances de la prohibición del doble 
enjuiciamiento, lo que comporta establecer: a) los elementos constitutivos del principio, así 
como b) los supuestos que se encuentren excluidos de su contenido constitucionalmente 
protegido.

a) Por lo que se refiere a los elementos constitutivos de la dimensión procesal (o adjetiva) 
del ne bis in ídem, de la doctrina jurisprudencial establecida por este Tribunal es posible 
señalar que estos son:

 a) El procesado debe haber sido condenado o absuelto;

b) La condena o absolución debe sustentarse en una resolución judicial firme;

c) La nueva persecución penal debe sustentarse en la infracción del mismo bien 
jurídico que motivó la primera resolución de absolución o condena. (STC 2050-
2001-AA/TC) (STC 4587-2004-AA/TC)

De idéntico criterio es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la que, al interpretar 
los alcances del artículo 8.4 de la Convención Americana de Derechos Humanos, ha señalado 
que 

(...) los elementos constitutivos del principio, bajo la Convención, son:

1. el imputado debe haber sido absuelto;

2. la absolución debe haber sido el resultado de una sentencia firme; y

3. el nuevo juicio debe estar fundado en los mismos hechos que motivaron 
la sustanciación de la primera acción.

Por ello es que para que la prohibición de doble enjuiciamiento por la infracción de un mismo bien 
jurídico pueda oponerse a la segunda persecución penal, es preciso que se satisfaga 
irremediablemente una triple identidad: 

a) Identidad de persona física;

b) Identidad de objeto, e

c) Identidad de causa de persecución.

Por otro lado, por lo que se refiere a la delimitación de aquellos supuestos no protegidos por la 
dimensión procesal del ne bis in ídem, este Tribunal debe de recordar que el contenido 
constitucionalmente protegido de todo derecho no puede extraerse únicamente del significado de 
las palabras con las cuales una disposición constitucional enuncia un determinado derecho 
fundamental; esto es, atendiendo sólo a su formulación semántica, sino en atención al telos o 
finalidad que con su reconocimiento se persigue. (STC 4587-2004-AA/TC)

Una finalidad que, por cierto, no se reconduce solamente a la que es propia del momento histórico 
en el que se produce el reconocimiento del derecho, sino también –y acaso especialmente – 
tomando en cuenta las nuevas e imperiosas necesidades del hombre actual. En efecto, la 
Constitución y, con ella, las cláusulas que reconocen derechos fundamentales, no pueden ser 
entendidas como entelequias o realidades petrificadas, sino como un instrumento vivo y dinámico 
destinado a fortalecer al Estado Constitucional de Derecho, que está sujeto a un plebiscito de 
todos los días. (STC 4587-2004-AA/TC)

De esta manera, el Tribunal Constitucional considera que si con el ne bis in ídem se persigue 
impedir el ejercicio arbitrario del ius puniendi estatal, no todo doble enjuiciamiento penal que el 
Estado pueda realizar contra un individuo se encuentra automáticamente prohibido.

Entonces, aquello que queda fuera de su ámbito protegido, se encuentran aquellos supuestos en 
los que el doble juzgamiento no es compatible con los intereses jurídicamente protegidos como 
núcleo del derecho, ya sea porque es extraño o ajeno a aquello que éste persigue garantizar; 
porque forma parte del contenido constitucionalmente protegido de otro derecho fundamental, o 
porque así resulta de su interpretación con otras disposiciones constitucionales que contienen 
fines constitucionalmente relevantes. En ese sentido, y por lo que al caso de autos importa, el 
Tribunal Constitucional considera que es ajeno a la naturaleza del derecho, es decir, a los 
intereses jurídicamente protegidos por la dimensión procesal del ne bis in ídem, que se pretenda 
oponer una resolución o sentencia (absolutoria) expedida en un primer proceso penal que resulta 
manifiestamente nulo.
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Dado que la exigencia primaria y básica de la dimensión procesal del ne bis in ídem es impedir 
que el Estado arbitrariamente persiga criminalmente a una persona por más de una vez, el 
Tribunal considera que tal arbitrariedad no se genera en aquellos casos en los que la 
instauración y realización de un proceso penal se efectúa como consecuencia de haberse 
declarado la nulidad del primer proceso, tras constatarse que este último se realizó por una 
autoridad jurisdiccional que carecía de competencia ratione materiae para juzgar un delito 
determinado. Y es que la garantía al interés constitucionalmente protegido por este derecho 
no opera por el solo hecho de que se le oponga la existencia fáctica de un primer proceso, 
sino que es preciso que éste sea jurídicamente válido. (STC 4587-2004-AA/TC)
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Caso 2: Santiago Enrique Martin Rivas 

I. Datos Generales

Instancia: Tribunal Constitucional del Perú  
Fecha de emisión: 2 de marzo de 2007
Expediente: 679-2005-PA/TC
Acceso a la Sentencia: 

II. Introducción 

Santiago Martin Rivas fue sindicado por varias denuncias periodísticas como jefe operativo del 
destacamento Colina, grupo conformado por miembros del Servicio de Inteligencia del Ejército que 
cometió varias ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas en 1991 y 1992.  Fue 
procesado por estos hechos en el fuero militar, siendo condenado a 20 años de prisión en 1994. 
Posteriormente, se benefició con las Leyes de Amnistía emitidas en 1995. 

Una vez que las Leyes de Amnistía fueran declaradas incompatibles con la Convención Americana 
de Derechos Humanos, por la Corte Interamericana, en su sentencia de marzo de 2001, Martin 
Rivas fue investigado por los crímenes atribuidos a Colina, a partir de dos resoluciones del Consejo 
Supremo de Justicia Militar emitidas en 2001. Frente a esas resoluciones, el procesado interpone 
una demanda de amparo, sustentada en que, de acuerdo a su posición, las leyes de amnistía siguen 
manteniendo sus efectos jurídicos. 

III. Temas de Interés

3.1. Derecho a la cosa juzgada

El artículo 139, inciso 13, de la Ley Fundamental reconoce el derecho a la cosa juzgada. Según 
éste,

Son principios y derechos de la función jurisdiccional: (...)
13. La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada. La amnistía, el 
indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción producen los efectos de cosa juzgada.

En la STC 4587-2004-AA/TC este Tribunal destacó que su contenido constitucionalmente 
protegido

(...) garantiza el derecho de todo justiciable, en primer lugar, a que las resoluciones que 
hayan puesto fin al proceso judicial no puedan ser recurridas mediante medios 
impugnatorios, ya sea porque estos han sido agotados o porque ha transcurrido el plazo 
para impugnarla; y, en segundo lugar, a que el contenido de las resoluciones que hayan 
adquirido tal condición, no pueda ser dejado sin efecto ni modificado, sea por actos de 
otros poderes públicos, de terceros o, incluso, de los mismos órganos jurisdiccionales 
que resolvieron el caso en el que se dictó. (FJ 38).

Igualmente, en la misma STC 4587-2004-AA/TC, este Tribunal precisó que 

(...) uno de los efectos que se deriva de haberse alcanzado dicha autoridad de cosa juzgada 
es la prohibición de que por los mismos fundamentos se pueda volver a juzgar a la misma 
persona. Esa eficacia negativa de las resoluciones que pasan con la calidad de cosa 
juzgada, a su vez, configura lo que en nuestra jurisprudencia hemos denominado el 
derecho a no ser juzgado 2 veces por el mismo fundamento (ne bis in ídem) (FJ 46).

3.2. Cosa juzgada constitucional y resoluciones judiciales dictadas al amparo de la ley de 
amnistía

Es evidente que el derecho a la cosa juzgada también se configura a partir de resoluciones 
judiciales dictadas en aplicación de una ley de amnistía, según el artículo  139, inciso 13, de la 
Constitución. Para ello, sin embargo, es preciso que la ley de amnistía no sólo debe ser válida sino 
también constitucionalmente legítima. Una ley puede ser válida pero no necesariamente legítima 
desde la perspectiva de la Constitución. Por tanto, la primera cuestión que debe abordarse es la 
indagación sobre la legitimidad constitucional de una ley de amnistía al amparo de la cual se haya 
dictado una resolución judicial.

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2008/03938-2007-AA.html 
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Un criterio semejante fue expuesto por el Tribunal en la STC 4587-2004-AA/TC, donde se invocó 
el carácter de cosa juzgada de una resolución judicial dictada por un tribunal militar que no era 
competente ratione materiae. En dicho caso, este Tribunal expuso que una resolución judicial 
emanada de un proceso seguido ante un órgano jurisdiccional incompetente no formaba parte 
del ámbito normativo del derecho fundamental a la cosa juzgada y a la prohibición del ne bis in 
ídem.

Este mismo criterio ha sido adoptado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 
Caso La Cantuta vs. Perú. Allí la Corte Interamericana señaló:

Específicamente en relación con la figura de la cosa juzgada, recientemente la Corte 
precisó que el principio non bis in ídem no resulta aplicable cuando el procedimiento que 
culmina con el sobreseimiento de la causa o la absolución del responsable de una 
violación a los derechos humanos, constitutiva de una infracción al derecho internacional, 
ha sustraído al acusado de su responsabilidad penal, o cuando el procedimiento no fue 
instruido independiente o imparcialmente de conformidad con las debidas garantías 
procesales. Una sentencia pronunciada en las circunstancias indicadas produce una cosa 
juzgada “aparente” o “fraudulenta”. 

3.3. Límites de las leyes de amnistía y diferencias con otras figuras jurídicas 

Según el artículo 102, inciso 6, de la Constitución, entre las atribuciones del Congreso de la 
República se encuentra la de dictar leyes de amnistía. Mediante ellas el legislador establece que 
determinados hechos, considerados originariamente ilícitos, dejaron de serlo. La consecuencia 
del olvido de la responsabilidad penal es la renuncia del Estado al ejercicio de la acción penal 
(extinción) así como a la ejecución de la pena. Por tanto, la entrada en vigencia de una ley de 
amnistía impide la iniciación de un proceso penal; suspende a éste en cualquier estado en el que 
se encuentre y, si se hubiera dictado sentencia condenatoria, cancela todos sus efectos penales, 
con excepción de los de orden civil.

En la medida en que la expedición de las leyes de amnistía constituye el ejercicio de una 
competencia jurídico-constitucional, su ejercicio se encuentra sujeto a límites constitucionales. 
Se trata de una competencia constitucionalmente conferida al titular de la política de persecución 
criminal del Estado y cuyo ejercicio, por tanto, debe realizar dentro del marco de la Constitución 
Política del Estado.

El artículo 102, inciso 6, de la Constitución no prevé expresamente cuáles son los límites a los 
que se debe sujetar el dictado de leyes de amnistía. Sin embargo, ello no significa que estos no 
existan, puesto que la legitimidad del ejercicio del poder del Estado y, por ende, el de sus órganos 
constitucionales no se justifica de por sí, sino a partir del pleno respeto del principio-derecho de 
dignidad humana, y de la observancia cabal de los principios constitucionales y los derechos 
fundamentales.

Por ello, este Tribunal ha recordado que ninguna disposición constitucional, incluyendo las que 
habilitan de competencias a los órganos del Estado, puede ser interpretada aisladamente. En la 
medida en que forma parte de la Ley Fundamental, la determinación de sus alcances y límites 
debe realizarse bajo los alcances del principio de unidad. Este principio, conforme hemos 
recordado,

(...) exige concebir a la Constitución como un todo plenamente armónico e internamente 
coherente (...); teniendo presente que, en última instancia, todo precepto constitucional se 
encuentra orientado a proteger los derechos fundamentales como manifestaciones del 
principio-derecho de dignidad humana (artículo 1 de la Constitución) (STC 2730-2006-
PA/TC).

Una ley de amnistía se encuentra sujeta tanto a límites formales como materiales. Con respecto a 
la primera cabe señalar que el dictado de una ley de amnistía es que ésta sólo puede formalizarse 
en virtud de una ley ordinaria. Por tanto, además de respetar los principios constitucionales que 
informan el procedimiento legislativo, debe observar los criterios de generalidad y abstracción 
exigidos por el artículo 103 de la Constitución. Igualmente, las leyes de amnistía deben respetar 
el principio-derecho de igualdad jurídica, lo que impide que, previsto el ámbito de aplicación de la 
ley de amnistía, el legislador pueda brindar un tratamiento diferenciado que no satisfaga las 
exigencias que impone el principio de proporcionalidad. 

Estos dos primeros límites distinguen a la amnistía del indulto. A diferencia de este último, una ley 
de amnistía no puede comprender en sus alcances a una persona o un grupo de personas en 
particular, con exclusión de otras que se encuentren en los mismos supuestos que motivan su 
expedición. Tampoco la amnistía puede fundarse en un motivo incompatible con la Constitución. 
La Ley Fundamental es una norma lo suficientemente abierta para que dentro de ella el legislador 
pueda elegir entre las diferentes opciones de política de persecución criminal.
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Sin embargo, cualquiera que sea la competencia constitucional de que se trate, su ejercicio 
debe estar orientado a garantizar y proteger los derechos fundamentales como 
manifestaciones del principio-derecho de dignidad humana (artículo 1 de la Constitución) y a 
servir a las obligaciones derivadas del artículo 44 de la Ley Fundamental, esto es, garantizar 
la plena vigencia de los derechos humanos. Este deber no es semejante al deber de 
respetarlos. Este último comporta la obligación de no afectar dichos derechos y su 
fundamento se encuentra en el reconocimiento específico de cada uno de ellos.

3.4. Prohibición de amnistías en casos de violaciones de los derechos humanos

(…) Las leyes de amnistía tampoco pueden expedirse en oposición a las obligaciones 
internacionales derivadas de los tratados y acuerdos internacionales en materia de derechos 
humanos ratificados por el Estado peruano. La capacidad de los tratados sobre derechos 
humanos para limitar materialmente las leyes de amnistía se funda en el artículo 55 y en la IV 
Disposición Final y Transitoria de la Constitución. De conformidad con el primero, una vez 
que estos son ratificados, forman parte del Derecho nacional y, por tanto, vinculan a los 
poderes públicos. De conformidad con el segundo, los tratados sirven en el proceso de 
delimitación del ámbito constitucionalmente garantizado de los derechos fundamentales.

A partir de los tratados, pero también de la jurisprudencia internacional sobre derechos 
humanos, es posible identificar los derechos fundamentales garantizados definitivamente 
por los derechos que pudieran resultar comprometidos con la expedición de una ley de 
amnistía (v.g. el derecho a la protección jurisdiccional de los derechos y el derecho a la 
verdad). Ello sucede tanto cuando se determina, en positivo, el haz de facultades que 
confiere el derecho a su titular, como cuando se declara, en negativo, qué tipo de injerencias 
sobre el derecho se encuentran prohibidas.

Las obligaciones asumidas por el Estado peruano con la ratificación de los tratados sobre 
derechos humanos comprenden el deber de garantizar aquellos derechos que, de 
conformidad con el Derecho Internacional, son inderogables y respecto de los cuales el 
Estado se ha obligado internacionalmente a sancionar su afectación. En atención al 
mandato contenido en el artículo V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, 
se recurre a los tratados que han cristalizado la proscripción absoluta de aquellos ilícitos que, 
de conformidad con el Derecho Internacional, no pueden ser amnistiados, en tanto 
contravienen los estándares mínimos de protección a la dignidad de la persona humana.

Entre dichos ilícitos destacan los delitos de genocidio y crímenes de lesa humanidad 
recogidos en los artículos 6, 7 y 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, que 
comprenden los siguientes actos: los delitos de ejecución extrajudicial; asesinato; 
exterminio; esclavitud; deportación o traslado forzoso de población; excarcelación u otra 
privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de Derecho 
internacional; tortura; violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable; persecución de un 
grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, 
étnicos, culturales, religiosos, de género u otros motivos universalmente reconocidos como 
contrarios a los principios universales  que garantizan el pleno respeto de los derechos 
humanos con arreglo al derecho internacional; desaparición forzada de personas; crimen de 
apartheid y otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes 
sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física de las 
personas.

La prohibición de amnistías para delitos de esa envergadura también ha sido advertida por la 
jurisprudencia de los órganos y tribunales internacionales sobre derechos humanos. Así, por 
ejemplo, para el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas,

Cuando las investigaciones a que se ha hecho referencia en el párrafo 15 revelan 
violaciones de determinados derechos del Pacto, los Estados Partes deben velar por 
que los responsables sean sometidos a la justicia. Al igual que sucede con la 
insuficiencia a la investigación, la falta de sometimiento a la justicia de los autores de 
esas violaciones podía de por sí constituir una violación separada del Pacto. Esas 
obligaciones surgen, en particular, con respecto a las violaciones reconocidas como 
delictivas con arreglo al derecho interno o al derecho internacional, como la tortura o 
los tratos crueles, inhumanos o degradantes similares (art. 7), la ejecución sumaria y 
arbitraria (art. 6) y la desaparición forzosa (artículos 7 y 9 y, frecuentemente, 6). En 
realidad, el problema de la impunidad con relación a esas violaciones, asunto que 
causa una constante preocupación al Comité, puede constituir un elemento 
importante que contribuye a la repetición de las violaciones. Cuando se cometen 
como parte de un ataque generalizado sistemático contra la población civil, esas 
violaciones del Pacto son crímenes de lesa humanidad (véase el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional, art. 7).
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En consecuencia, cuando funcionarios públicos o agentes del Estado han cometido 
violaciones de los derechos del Pacto a que se hace referencia en el presente párrafo, 
los Estados Partes no pueden eximir a los autores de su responsabilidad personal, 
como ha ocurrido con determinadas amnistías [véase la Observación general N.º 20] 
y las inmunidades e indemnizaciones jurídicas anteriores. Además, ninguna posición 
oficial justifica que personas que pueden ser acusadas de responsabilidad por esas 
violaciones queden inmunes de responsabilidad jurídica.

En el ámbito del sistema regional de protección de los derechos humanos, la Corte 
Interamericana ha destacado que

(...) son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción 
y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la 
investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos 
humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y 
las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos 
inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos(1)
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Nota al pié

(1) Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Barrios Altos Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 14 de marzo de 2001. 
Serie C No. 75. http://www.corteidh.or.cr/images/pdf.gif
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